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VIDA / SEGURIDAD Y PROTECCIÓN / PETICIÓN / INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN / CONCEDE PETICIÓN / FALLO ULTRA Y EXTRA PETITA EN TUTELA - - Así las cosas, en este caso en concreto no se avizora vulneración a las garantías constitucionales invocadas por el señor NdeJCG, no solo porque a esta Sala no le queda duda que las autoridades demandadas han realizado todos los trámites pertinentes para atender las peticiones al accionante, sino porque este se limitó a anexar los escritos que dan cuenta de algunas actuaciones adelantadas como integrante de la Comisión Humanitaria de Civiles autorizada por el Estado para la liberación del ex senador Óscar Tulio Lizcano, sin que por ello se pueda inferir las amenazas de muerte que aduce el actor ha venido recibiendo desde que culminó su labor en dicha comisión humanitaria, situación que como quedó antes  verificada, se encuentra en manos de la Fiscalía General de la Nación en su Delegada la Fiscalía 11 Seccional de Pereira.

De todos modos, esta instancia concluye que en este asunto en particular, existe un proceso penal en curso, motivo suficiente para  señalar  la improcedencia del amparo invocado, puesto que será dentro del mismo en donde el accionante junto con las víctimas del delito de amenazas personales, podrán  acudir reclamar las garantías que consideran han sido vulneradas, lo que torna inviable el recurso de amparo propuesto.  
(…)

No obstante lo anterior, ante la ausencia de pronunciamiento de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, entidad que fue vinculada a este trámite,  y en atención a que el accionante elevó ante esa entidad el 4 de agosto de 2017 una solicitud de acompañamiento y ayuda humanitaria “asilo político” por amenazas contra la vida e integridad personal (Fl. 201), sin que obre respuesta al respecto, esta Sala considera que aun cuando el señor Calle Guerra no solicitó el amparo del derecho fundamental de petición, la jurisprudencia constitucional ha estipulado que atendiendo la naturaleza de la acción de tutela, el juez puede emitir fallos ultra y extra petita, es decir, pronunciarse sobre aspectos no expuestos en la demanda, pero que se evidencia que pueden vulnerar derechos fundamentales, y si es del caso, tutelar las prerrogativas fundamentales pese a no ver sido solicitado
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 1. ASUNTO A DECIDIR
 


Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por Nicolás de Jesús Calle Guerra en contra de la Fiscalía 11 Seccional de Pereira, la Unidad Nacional de Protección con sede en Bogotá y la Policía Nacional del Departamento de Risaralda.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 

2.1. En el escrito introductorio de la demanda de amparo el señor Nicolás de Jesús Calle Guerra manifestó que en calidad de integrante y coordinador de  la Comisión Humanitaria de Civiles autorizados para la liberación del señor Óscar Tulio Lizcano, instauraba la presente acción de tutela  tanto en nombre propio como en representación de los señores Óscar Briñez Restrepo y Luis Albeiro Vélez Osorio, ambos  miembros de la Comisión antes referida, en contra de la Fiscalía 11 Seccional de Pereira, la Unidad Nacional de Protección con sede en Bogotá y la Policía Nacional del Departamento de Risaralda, por considerar vulnerados los derechos fundamentales a la vida, al buen nombre, al libre desarrollo social, a tener un empleo digno, a la intimidad y privacidad, e integralidad afectiva de una familia.
Se extrae del extenso escrito suscrito únicamente por el señor Nicolás de Jesús Calle Guerra, que tanto él como los miembros de la Comisión Humanitaria de Civiles autorizados para la liberación del señor Óscar Tulio Lizcano han presentaron diferentes solicitudes ante varias entidades del Gobierno con el fin de que les fuera reconocido el pago de la recompensa pactada por la liberación del senador Óscar Tulio Lizcano, sin que hubieran obtenido respuesta favorable, sino que por el contrario a su parecer fueron utilizados “corrompida y malintencionadamente” en procesos de desmovilización de insurgentes, en la obtención de información clasificada de alta seguridad, siendo utilizados como “conejillos de laboratorio” para luego ser mostrados como ciudadanos y/o delincuentes de alta peligrosidad, dejándolos a la deriva y sin la protección estatal necesaria.
Así mismo, se observa que el señor Nicolás de Jesús Calle Guerra indicó que los integrantes de la Comisión Humanitaria de Civiles autorizados para la liberación del señor Óscar Tulio Lizcano presentaron dos denuncias ante la Fiscalía General de la Nación por amenazas de muerte, desplazamiento forzado e intento de desaparición, una de las cuales fue archivada en el año 2016, mientras que la otra sigue su “curso lento” en la Fiscalía 11 Seccional de Pereira, bajo el radicado No.66001-6000036-2017-04026 a donde han convergido denuncias de otros miembros de la mencionada Comisión como son el señor Óscar Briñez Restrepo y Luis Albeiro Vélez Osorio.
Señaló el señor Calle Guerra que tanto él como los miembros de la  Comisión Humanitaria de Civiles autorizados para la liberación del señor Óscar Tulio Lizcano desde el año 2015 han solicitado ante la Fiscalía General de la Nación, la Unidad Nacional de Protección y la Policía Nacional la protección de sus derechos, pero lo único que han recibido es el archivo de una de las denuncias por parte de la FGN  y la Unidad Nacional de Protección mediante varios oficios indicaron que su caso y el de los demás, no son de su resorte.   En cuanto a la Policía Nacional, resolvió su caso solo con algunas visitas cada 3 o 4 días en su residencia para que llenara uno formatos y dejaban constancia de haber sido visitado por el cuadrante No.18, sin que se les hubiera otorgado un esquema de seguridad, pese a la intervención en ese sentido del Secretario de Gobierno y  Gobernador de Risaralda, luego de participar en a dos Consejos de Seguridad en la entidad territorial aludida.
Consideró que se han visto en la obligación de separarse de sus familias en aras de que por sus condiciones de seguridad no sean afectados y que si han logrado escaparse de que se les quite la vida de manera violenta, han sido víctimas de ciertos funcionarios que “los están asesinando espiritual y socialmente” bajo la modalidad de interceptación de sus comunicaciones telefónicas y correos personales, lo que le ha afectado al señor Calle Guerra al momento de solicitar empleo por la intervención de algún “funcionario de inteligencia” y/o conceptos de estos organismos ante la entidad contratante.
Por lo anterior, el señor Nicolás de Jesús Calle Guerra solicitó que en su condición de ciudadano, líder social, Secretario General de la Asociación de Barrios de la Comuna de Boston de la ciudad de Pereira y como Consejero de Paz y/o miembro del Consejo Municipal de Paz del Municipio de Pereira,  sean amparados los siguientes derechos fundamentales tanto suyos, como los de los señores Óscar Briñez Restrepo y Luis Albeiro Vélez Osorio: a la vida, al buen nombre, al libre y armonioso desarrollo social, a tener un empleo digno, a la intimidad y privacidad y a la integralidad afectiva de una familia (Fls. 1-2 y del 50-55).
Allegó con la demanda de tutela fotocopias de varios escritos y de fotografías que hacen alusión a los hechos antes referidos (Fls. 3-49 y del 56-220).
2.2.  Mediante auto del 6 de abril de 2018 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela instaurada en nombre propio por el Nicolás de Jesús Calle Guerra, sin que se le reconociera su representación frente a los señores Óscar Briñéz Restrepo y Luis Albeiro Vélez, de quienes no se pudo inferir que estaban imposibilitados para accionar de manera directa.  Igualmente, se vinculó al trámite a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y a la Fiscalía 13 GATED de esta ciudad (Fls. 227 y 228). 
3. RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA
   

3.1.  FISCALIA 11 SECCIONAL DE PEREIRA
Informó que ese Despacho conoce de la investigación radicada al No.66001600036201704026 por el delito de amenazas personales, la cual se encuentra en la etapa de indagación, la cual se originó por la denuncia del señor Nicolás de Jesús Calle Guerra con base en que el Gobierno Nacional incumplió con los pactos que se hicieron para la búsqueda de la liberación del señor Óscar Tulio Lizcano, no solo por el pago que se le ofreció como tributo por la labor ejercida, sino por las garantías de seguridad de quienes intervinieron dentro de la Comisión a la cual hizo parte, bajo un código especial la documentación que se entregó y archivó a lo largo del proceso de la mencionada liberación, por lo que solicitó a las autoridades Defensoría del Pueblo y Gobierno Nacional se le creen las condiciones humanitarias, legales y de toda índole para salir del país con su familia; incluso, solicitó asilo político en países oferentes del Pacto Humanitario que Colombia tiene firmado en esa materia y en defensa de los derechos humanos.
Indicó que se emitió la respectiva orden de policía judicial en la que se dispuso la práctica de varias diligencias encaminadas no solo a esclarecer los hechos, sino a  la identificación e individualización de los responsables, entre ellos, la ampliación de entrevista del denunciante. 

El 1º de septiembre de 2017 se libraron dos oficios donde se solicitó a la Unidad Nacional de Protección solicitando se iniciara el estudio de riesgo al señor Calle Guerra y al Comandante de la Policía Metropolitana de esta ciudad que adoptara las medidas necesarias para la atención y protección de la víctima, en especial, la garantías de su seguridad personal y familiar.
El 11 de septiembre de 2017 se recibe informe de investigador de campo en donde obra la entrevista al señor  Nicolás de Jesús Calle Guerra.  Así mismo, menciona otras diligencias ordenadas al investigador con fecha del 4 de octubre de 2017 e hizo una relación de los oficios expedidos por la FGN en aras de que se estudiara la viabilidad de la protección solicitada por el denunciante e indicó las respuestas al respecto, en el entendido de que la Dirección de Protección informó que el ciudadano Calle Guerra no es objeto del programa de protección; así, mismo de las misiones específicas que el Subcomandante de la Policía Metropolitana ha emprendido en pro de tomar medidas de protección del accionante.

Señaló que está pendiente que se dé respuesta a la orden de policía judicial encaminada a esclarecer los hechos e identificar e individualizar a los presuntos autores o responsables, figurando en esta investigación como víctima el señor Luis Albeiro Vélez Osorio.

Manifestó que una vez se evacúen la totalidad de las órdenes y se presente el informe del investigador, se dispondrá lo que en derecho corresponda, en atención a que las amenazas personales que contrae el artículo 347 del C.P., requiere unas exigencias que caracterizan los hechos como delito y que le permitirán adecuar al funcionario el tipo atentatorio en contra de la seguridad pública. 

Consideró que esa Delegada agotó el trámite correspondiente no solo ante el Comando de Policía Metropolitana de Pereira, sin ante la Unidad Nacional de Protección y la Oficina de Protección de Víctimas y Testigos con sede en Bogotá.  Además, se le indicó a la víctima que referente al asilo político, deberá agotar tal trámite ante la entidad correspondiente y aportando la documentación pertinente (Fls. 243-247).

3.2. POLICÍA METROPOLITANA DE PEREIRA 

Informó que el señor Nicolás de Jesús Calle Guerra, coordinador de la Comisión Humanitaria de Civiles de autorizados para la liberación del señor Óscar Tulio Lizcano, no hace parte de la población objeto de protección a cargo de la Policía Nacional, según lo dispuesto en el artículo 2.4.1.2.7. del Decreto 1066 de 2015 que señala cuáles son las personas que en virtud del cargo son objeto de protección y dicha norma también establece qué personas se encuentran en situación de riesgo extraordinario o extremo a cargo de la Unidad Nacional de Protección.

Por lo anterior, no es posible para la institución asignar un esquema de protección específico al accionante.
Señaló que le corresponde a la Unidad Nacional de Protección UNP asumir la protección del señor Calle Guerra basado en el desarrollo del “Estudio de Nivel de Riesgo” en cabeza del Cuerpo Técnico de Recopilación y Análisis CTRAI, quienes de acuerdo al resultado del mismo, adoptará las medidas de seguridad y/o protección  con base en las determinaciones del Comité de Evaluación de Riesgos y Recomendación de Medidas CERREM. 

Indicó que conforme al artículo 218 de la C.N. la Policía Nacional está en capacidad de gestionar acciones preventivas e individualización del servicio de Policía a través de patrullas que integran los cuadrantes de vigilancias y otras unidades adscritas para realizar rondas, patrullajes, revistas a los lugares de trabajo o residencia de las personas cobijadas con medidas preventivas.  Al respecto, contrario a lo manifestado por el actor, la Policía Metropolitana de Pereira a través del equipo del cuadrante No.18 y por petición de la Defensoría del Pueblo y la FGN, se viene haciendo de manera periódica acciones encaminadas a prevenir la consumación de situaciones de riesgo que afecten la seguridad e integridad del accionante con quien el Intendente Óscar López Orrego suscribió el 21 de septiembre de 2017, un acta sobre las recomendaciones y medidas de autoprotección otorgadas con el fin de que no se exponga a riesgos extraordinarios e innecesarios, y de esta forma coadyuve a velar por su seguridad.  Además, al actor se le dieron los números de los cuadrantes adscritos al CAI Boston para establecer comunicación cercana y oportuna con el mismo.  Igualmente, se ha adoptado medidas preventivas de competencia institucional, tal como consta en las planillas de revista a personas.

Solicitó que se declare improcedente la acción de tutela, toda vez que no se han vulnerado los derechos fundamentales invocados (Fls. 248 y 249).

Adjuntó copia de  las planillas y recomendaciones antes referidas (Fls. 254-262).
3.3.
FISCAL 13 SECCIONAL -UNIDAD DE GESTIÓN DE ALERTAS Y CLASIFICACIÓN TEMPRANA DE DENUNCIAS GATED- PEREIRA 

Consideró que esa Delegada no tuvo incidencia alguna dentro de  los hechos referidos por el accionante.

Indicó que revisado el Sistema de Información de Antecedentes Judiciales SIJUF, se halló que la Fiscalía 1ª Especializada de esta ciudad cumplió con la comisión de su homólogo número dos de Manizales para que recepcionara indagatoria al señor Erlady Humberto Pescador Aricapa, dentro del proceso que por el delito de secuestro se adelantó, siendo ofendido el señor Óscar Tulio Lizcano.  

Señaló que no se tiene conocimiento sobre las circunstancias en que se pagaron o no las recompensas mencionadas por el actor (Fl. 263).

3.4. UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN -UNP 

Consideró que  dentro de los anexos de la acción de tutela no se evidenció un escrito de tutela como tal, sino que se encontró adjunto un escrito de título "Narración de los Hechos" el cual tiene (19) folios, y en los que se hace un relato desde el año 2008 de las gestiones realizadas por el señor Calle Guerra para la liberación del ex  senador Oscar Tulio Lizcano, por lo cual es preciso resaltar que frente a cada uno de los hechos narrados, ninguno de éstos está relacionado con la función de esa entidad y por ende no implica responsabilidad frente al accionante. 

Frente a las acciones adelantadas por esa Unidad, en el ámbito de su competencia, para el caso del accionante, relacionó lo siguiente: 

· En agosto de 2017 la Defensoría del Pueblo Seccional Risaralda remitió a esta Unidad la solicitud de protección del señor  Calle Guerra, quien informó desempeñarse corno “Controlador de Tránsito” de la ciudad de Pereira.
· La anterior solicitud fue trasladada al grupo de solicitudes de protección para el verificar si el mismo se encontraba en situación de riegos extraordinario o extremo.
· Con el fin de realizar las verificaciones preliminares del caso y una vez analizada la documentación anexa a la solicitud de protección del señor Calle Guerra, se evidenció que la presunta situación de riesgo se relacionaba con su participación en una comisión humanitaria civil, la que para el año 2008 tenía como objetivo la liberación negociada del señor Óscar Tulio Lizcano, comisión que tras la firma del actual “proceso de paz”, por diversas circunstancias ha llegado a ser de conocimiento por los ahora miembros del frente “Efraín Guzmán” que ejerció antiguamente presencia en la zona, y en razón a quienes presuntamente surgen las actuales amenazas en contra de la integridad del señor Calle Guerra y su familia.

· Por lo anterior, es posible esclarecer en el desarrollo de la verificación realizada que las acciones adelantadas por el señor Calle Guerra con esta Comisión no tienen conexión con las funciones o el ejercicio propio de su actual cargo como “Controlador de Tránsito” de la ciudad de Pereira Risaralda.
· Si bien señor Calle Guerra pudiese estar incluido dentro de las poblaciones objeto del Programa de Protección, establecidas en el artículo 2.4.1.2.6 del Decreto 1066 de 2015, enmarcándose como “Servidor Público” en atención a su cargo como: Controlador de Transito es importante recalcar que para ser beneficiario del programa de protección, debe cumplir con el principio de conexidad directa entre el riesgo y al ejercicio de sus actividades, lo que no se pudo establecer.

· El 23 de agosto de 2017 la UNP remitió la presunta situación de amenazas del accionante a la Dirección Nacional de Seccionales y Seguridad Ciudadana de la Fiscalía General de la Nación, a fin de que en el marco de sus competencias, se tomen las acciones pertinentes, dando cumplimiento a lo previsto en la Ley 1755 de 2015, articulo 21 y en virtud del artículo 67 de la Ley 906 de 2004.
Consideró que la UNP no ha vulnerado derecho fundamental alguno al accionante, toda vez que no es la competente para brindarle protección, razón por la cual, su caso fue remitido a la Fiscalía General de la Nación y al Comando de Policía Departamental de Risaralda.

Relacionó las funciones de la UNP de conformidad con lo dispuesto en la ley 4065 de 2011 y el Decreto 1065 de 2011.

Indicó que dentro de la demanda de tutela se advierte que el accionante elevó a la Defensoría del Pueblo el 04/08/2017 una solicitud de ayuda humanitaria y asilo político, por lo cual es claro que la UNP no tiene funciones  relacionadas con esa petición.

Destacó que la información expuesta en el presente oficio está revestida de reserva legal. Por lo tanto, estos documentos no deben formar parte de los archivos a los cuales tiene acceso el público con motivo de la consulta del expediente y que tal información no es oponible al Procurador General de la Nación, ni al Defensor del Pueblo, autoridades judiciales, legislativas, ni a las autoridades administrativas que, siendo constitucional o legalmente competentes para ello, los soliciten para el debido ejercicio de sus funciones. 
Así mismo, consideró que corresponde a cada autoridad asegurar la reserva de la información, de tal forma que su acceso trasfiere al funcionario que lo conoce, la obligación de reserva de acuerdo con el artículo 20 de la Ley 57 de 1985, y su incumplimiento acarrea las acciones penales y disciplinarias señaladas en el Código Penal Ley 599 de 2000 articulo 418 y en el Código Disciplinario Único Ley 734 de 2002.

Solicitó que se declare improcedente la presente acción de tutela y se desvincula a la UNP por ausencia de vulneración de derechos fundamentales (Fls. 264-267).
Adjuntó copia de los oficios dirigidos a la Dirección Nacional de Seccionales y Seguridad Ciudadana de la FGN, a la Comandante del Departamento de Policía de Risaralda DERIS y al señor Nicolás de Jesús Calle Guerra, todos con fecha del 23 de agosto de 2017 (Fls. 268-274).
3.5. La Defensora del Pueblo Regional Risaralda no se pronunció frente a la demanda de tutela, pese a haber sido notificada de la misma (Fl. 229).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que señala que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Corporación.

4.2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  Por ello, se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada. 

4.3.  La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así:   “…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

4.4.  PROBLEMA JURÍDICO  Y SOLUCION AL CASO EN CONCRETO
4.4.1. Corresponde a esta Sala establecer si las entidades accionadas y vinculadas vulneraron los derechos fundamentales por considerar vulnerados los derechos fundamentales a la vida, al buen nombre, al libre desarrollo social, a tener un empleo digno, a la intimidad y privacidad, e integralidad afectiva de una familia.

4.5. DEL CASO EN CONCRETO

4.5.1.  En el caso sub examine, del escrito introductorio de la demanda de tutela, se puede deducir  que el señor Nicolás de Jesús Calle Guerra quien afirma haber sido integrante y coordinador de  la Comisión Humanitaria de Civiles autorizados para la liberación del señor Óscar Tulio Lizcano, requiere de las entidades estatales nacionales las medidas de seguridad y protección tanto para él como como para los demás miembros de dicha Comisión, toda vez que a partir de las actividades humanitarias que ejercieron dentro del mencionado proceso de liberación, han sido amenazados y sus vidas han corrido peligro, por lo que tuvieron que presentar denuncias disciplinarias y penales.  Señaló el actor que desde el año  2015 se ha dirigido tanto a la Fiscalía General de la Nación, a la Unidad de Nacional de Protección y a la Policía Nacional con el fin de que se adoptaran diversas medidas y se les garantizara la salvaguarda de sus vidas, pero solo han obtenido de la FGN el archivo de una de las denuncias por amenazas referidas, de la Policía Nacional solo ha recibido unas visitas al lugar de su residencia.
4.5.2. Entre lo planteado por el señor Calle Guerra y lo respondido por las entidades demandadas, la Sala observa que la Fiscalía 11 Seccional de Pereira se encuentra adelantando las diligencias pertinentes dentro de la denuncia penal bajo el radicado No.6600160003620170426  por el delito de amenazas personales, la cual está en la etapa previa de indagación, sin que se pueda predicar que la misma está siguiendo un curso lento como lo quiere hacer notar el accionante. Por su parte la Policía Metropolitana de Pereira con fundamento en sus funciones y competencias, está junto con los miembros del cuadrante No.18 del CAI ubicado en el barrio Boston de Pereira, realizando las condiciones adecuadas de seguridad consistentes en las recomendaciones y medidas de autoprotección con el fin de que el señor Calle Guerra no se vea expuesto a riesgos extraordinarios e innecesarios.  Mientras que la Unidad Nacional de Protección desde el mes de agosto de 2017 le indicó al actor que en desarrollo de la verificación realizada que las acciones adelantadas por el señor Calle Guerra con la comisión humanitaria, no tienen conexión con las funciones o el ejercicio propio de su actual cargo como “Controlador de Tránsito” de la ciudad de Pereira Risaralda y en tal virtud, no halló el riesgo aludido por el accionante, enviado su caso al Departamento de la Policía de Risaralda y a la FGN para que en el marco de sus competencias se determinaran las medidas preventivas.

4.5.3.  Si bien es cierto la acción de tutela es un mecanismo informal a través del cual los ciudadanos pueden reclamar el amparo de sus derechos fundamentales cuando estos han sido vulnerados por alguna autoridad pública y, bajo ciertos supuestos, por un particular, también lo es que no se trata de un instrumento del cual se requiere el cumplimiento de algunos requisitos, siendo uno de ellos y quizás el más elemental, la existencia cierta de un agravio, lesión o amenaza a uno o varios derechos fundamentales, motivo por el cual la solicitud de amparo debe contener un mínimo de demostración en cuanto a la vulneración que afecta los derechos que se quieren proteger, tal como lo ha sostenido la Corte Constitucional en la Sentencia T-864 de 1999 cuando señaló que se requiere de acreditación de la vulneración o amenaza del derecho fundamental para que proceda al acción de tutela, así:

“(…) es indispensable “un mínimo de evidencia fáctica, de suerte que sea razonable pensar en la realización del daño o en el menoscabo material o moral” del derecho cuya efectividad se solicita a través de la acción de tutela. Quien pretende la protección judicial de un derecho fundamental debe demostrar los supuestos fácticos en que se funda su pretensión, como quiera que es razonable sostener que quien conoce la manera exacta como se presentan los hechos y las consecuencias de los mismos, es quien padece el daño o la amenaza de afectación.”
4.5.4. Así las cosas, en este caso en concreto no se avizora vulneración a las garantías constitucionales invocadas por el señor Calle Guerra, no solo porque a esta Sala no le queda duda que las autoridades demandadas han realizado todos los trámites pertinentes para atender las peticiones al accionante, sino porque este se limitó a anexar los escritos que dan cuenta de algunas actuaciones adelantadas como integrante de la Comisión Humanitaria de Civiles autorizada por el Estado para la liberación del ex senador Óscar Tulio Lizcano, sin que por ello se pueda inferir las amenazas de muerte que aduce el actor ha venido recibiendo desde que culminó su labor en dicha comisión humanitaria, situación que como quedó antes  verificada, se encuentra en manos de la Fiscalía General de la Nación en su Delegada la Fiscalía 11 Seccional de Pereira.
4.5.5.  De todos modos, esta instancia concluye que en este asunto en particular, existe un proceso penal en curso, motivo suficiente para  señalar  la improcedencia del amparo invocado, puesto que será dentro del mismo en donde el accionante junto con las víctimas del delito de amenazas personales, podrán  acudir reclamar las garantías que consideran han sido vulneradas, lo que torna inviable el recurso de amparo propuesto.  Por tal razón, se reitera, que al existir un mecanismo judicial, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el  numeral 1° del artículo 6°, del Decreto 2591 de 1991 que señala que “La acción de tutela no procederá (…) Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.” 

4.5.6. Por lo tanto, ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio sobre conculcación de garantías fundamentales, el amparo invocado no procede. En tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014 la Corte Constitucional reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.
En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”. 

  
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.  (Subrayas nuestras)
4.5.7.  No obstante lo anterior, ante la ausencia de pronunciamiento de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, entidad que fue vinculada a este trámite,  y en atención a que el accionante elevó ante esa entidad el 4 de agosto de 2017 una solicitud de acompañamiento y ayuda humanitaria “asilo político” por amenazas contra la vida e integridad personal (Fl. 201), sin que obre respuesta al respecto, esta Sala considera que aun cuando el señor Calle Guerra no solicitó el amparo del derecho fundamental de petición, la jurisprudencia constitucional ha estipulado que atendiendo la naturaleza de la acción de tutela, el juez puede emitir fallos ultra y extra petita, es decir, pronunciarse sobre aspectos no expuestos en la demanda, pero que se evidencia que pueden vulnerar derechos fundamentales, y si es del caso, tutelar las prerrogativas fundamentales pese a no ver sido solicitado.  En tal sentido, la Corte Constitucional dijo:
 
“Para la Sala es claro que, dada la naturaleza de la presente acción, la labor del juez no debe circunscribirse únicamente a las pretensiones que cualquier persona exponga en la respectiva demanda, sino que su labor debe estar encaminada a garantizar la vigencia y la efectividad de los preceptos constitucionales relativos al amparo inmediato y necesario de los derechos fundamentales. En otras palabras, en materia de tutela no sólo resulta procedente sino que en algunas ocasiones se torna indispensable que los fallos sean extra o ultra petita. Argumentar lo contrario significaría que si, por ejemplo, el juez advierte una evidente violación, o amenaza de violación de un derecho fundamental como el derecho a la vida, no podría ordenar su protección, toda vez que el peticionario no lo adujo expresamente en la debida oportunidad procesal. Ello equivaldría a que la administración de justicia tendría que desconocer el mandato contenido en el artículo 2o superior y el espíritu mismo de la Constitución Política, pues -se reitera- la vigencia de los derechos constitucionales fundamentales es el cimiento mismo del Estado social de derecho”. (Ver Sentencia T-554 de 2012) 

4.5.8.  Por lo discurrido, se declara improcedente el amparo de las garantías constitucionales a la vida, al buen nombre, al libre desarrollo social, a tener un empleo digno, a la intimidad y privacidad, e integralidad afectiva de una familia, invocados por el señor Calle Guerra en contra de la Fiscalía 11 Seccional de Pereira, la Unidad Nacional para la Protección UNP con sede en Bogotá y la Policía Nacional del Departamento de Risaralda y como entidad vinculada la Fiscalía 13 Seccional GATED.   
4.5.9. Se tutelará el derecho fundamental de petición al señor Nicolás de Jesús Calle Guerra y como consecuencia de tal declaración, se ordena a la Defensora del Pueblo Regional Risaralda que  en el término de las 48 horas siguientes a la notificación de esta sentencia, conteste, si aún no lo ha hecho, al señor Nicolás de Jesús Calle Guerra su petición radicada en esa entidad el 4 de agosto de 2017 frente a la  solicitud de acompañamiento y ayuda humanitaria para tramitar un “asilo político” por amenazas contra la vida e integridad personal (Fl. 201). De todos modos, esta Sala debe precisar al accionante que el ejercicio del derecho petición no significa que el mismo lleve implícito  una resolución favorable a lo demandado, sino que se entiende vulnerada tal prerrogativa cuando el peticionario no recibe una contestación a sus inquietudes en el término contemplado por la ley, tal como lo refirió la Corte Constitucional en la Sentencia T-146 de 2012 cuando señaló lo siguiente: 

“El derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. Esto quiere decir que la resolución a la petición, “(…) producida y comunicada dentro de los términos que la ley señala, representa la satisfacción del derecho de petición, de tal manera que si la autoridad ha dejado transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar respuesta al peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato constitucional.”  (Subrayas nuestras)

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE el amparo de las garantías constitucionales a la vida, al buen nombre, al libre desarrollo social, a tener un empleo digno, a la intimidad y privacidad, e integralidad afectiva de una familia, invocados por el señor Nicolás de Jesús Calle Guerra en contra de la Fiscalía 11 Seccional de Pereira, la Unidad Nacional para la Protección UNP con sede en Bogotá y la Policía Nacional del Departamento de Risaralda y como entidad vinculada la Fiscalía 13 Seccional GATED.

SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental de petición al señor Nicolás de Jesús Calle Guerra.

TERCERO: Como consecuencia de lo anterior, SE ORDENA a la Defensora del Pueblo Regional Risaralda que en el término de las 48 horas siguientes a la notificación de esta sentencia, responda si aún no lo ha hecho, al señor Nicolás de Jesús Calle Guerra su petición radicada en esa entidad el 4 de agosto de 2017 frente a la  solicitud de acompañamiento y ayuda humanitaria “asilo político” por amenazas contra la vida e integridad personal
CUARTO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario
� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 
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